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RESOLUCIÓN 

En San Juan, Puerto Rico, a 16 de diciembre de 2021. 

Comparece Indalegcia Hernández Díaz (¨Sra. Hernández 

Díaz¨ o ¨peticionaria¨) mediante recurso de Certiorari. Solicita la 

revocación de la ¨Resolución¨ emitida el 1 de octubre de 2021, y 

notificada el 4 de igual mes y año, por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala Superior de San Juan (TPI). En virtud de ésta, el 

TPI denegó la ¨Solicitud de Desestimación¨ y la ¨Solicitud de 

Reconsideración¨ presentadas por la Sra. Hernández Díaz.  

 Tras el examen del recurso, a la luz del marco jurídico 

aplicable, procedemos con su disposición adelantamos que hemos 

resuelto denegar el recurso por los fundamentos que expondremos 

a continuación. 

I. 

El 7 de mayo de 2020, el señor Pablo José Rivera Miranda 

(¨Sr. Rivera Miranda¨), la señora Damaris Orraca Paredes (Sra. 
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¨Orraca Paredes¨) y la Sociedad de Bienes Gananciales compuesta 

por ambos (en conjunto ¨parte recurrida¨), incoaron ante el TPI 

una ¨Demanda¨ contra la Sra. Hernández Díaz y el señor Reinaldo 

Pérez Ramírez (¨Sr. Pérez Ramírez), sobre cobro de dinero. En 

esencia, alegaron que, éstos le adeudan solidariamente un total de 

$182,953.52 (principal más intereses) por un préstamo que 

otorgaron el 8 de febrero de 2005.  

 El 8 de mayo de 2020, la parte recurrida le solicitó al Sr. 

Pérez Ramírez la renuncia al emplazamiento personal, conforme a 

la Regla 4.5 de las Reglas de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, 

R. 4.5.  Sin embargo, éste no contestó tal solicitud.  El 22 de junio 

de 2020, la parte recurrida mediante ¨Escrito al Expediente 

Judicial¨, solicitó al TPI la expedición de los emplazamientos.  El 

23 de junio de 2020, el TPI expidió los emplazamientos.  

Posteriormente, el 29 de agosto de 2020, la parte recurrida, 

presentó su ¨Moción Solicitando Orden Autorizando 

Emplazamiento por Edicto¨.  Argumentó que, a pesar de los 

esfuerzos y gestiones realizadas para emplazar al Sr. Pérez 

Ramírez, éste no pudo ser emplazado, ni localizado.  El 4 de 

septiembre de 2020, el TPI autorizó la orden de emplazamiento por 

edicto.  

 Así las cosas, el 8 de septiembre de 2020, la Sra. Hernández 

Díaz presentó una ¨Moción en Solicitud de Paralización de los 

Procedimientos¨.  En ésta, alegó que, el Sr. Pérez Ramírez había 

presentado una petición de quiebra bajo el Capítulo 7 del Código 

de Quiebras de Estados Unidos, para el Distrito Federal de Puerto 

Rico.  Señaló que, procedía la paralización automática de los 

procedimientos ante el TPI, según la sección 362 del Código de 

Quiebras.  Argumentó que. tal paralización le protegía puesto que 

el Sr. Pérez Ramírez era una parte indispensable.  En lo pertinente, 
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el 15 de octubre de 2020, el TPI emitió una ¨Sentencia¨, en virtud 

de la cual, archivó administrativamente el caso.   

 Insatisfecha con el dictamen, la parte recurrida, presentó un 

recurso de certiorari ante el Tribunal de Apelaciones. Un panel 

hermano resolvió mediante sentencia1, que, la paralización 

automática de los procedimientos únicamente operaba sobre la 

reclamación instada en contra del Sr. Pérez Ramírez. Señaló, que, 

la obligación de la Sra. Hernández Díaz de pagar el préstamo, era 

solidaria, por lo cual, ésta seguía siendo responsable por la 

totalidad de la deuda.  Concluyó, que el TPI había errado al 

archivar en su totalidad el caso, y ordenó la continuación del pleito 

en cuanto a la Sra. Hernández Díaz. 

 Por su parte, el 8 de marzo de 2021, la Sra. Hernández Díaz 

presentó su ¨Contestación a la Demanda¨.  En síntesis, alegó que, 

el préstamo se convirtió en una inversión en proyecto de desarrollo 

de terreno, y que, por ello, solo procedía, si algo, el pago de los 

intereses acumulados hasta la fecha en que la parte recurrida 

ejerció su opción.  Arguyó que, la parte recurrida en su ¨Demanda¨ 

no adujo hechos que justificaran la concesión de un remedio.  

 El 7 de junio de 2021, la parte recurrida presentó su 

¨Moción para Reactivar el Caso Contra el Codemandado Reinaldo 

Pérez Ramírez y en Solicitud de Expedición de Emplazamiento¨.  

Mediante la referida moción, la parte recurrida solicitó al Foro 

primario la reactivación del caso respecto al Sr. Pérez Ramírez, 

puesto que, este último presentó una solicitud de desistimiento 

voluntario en su caso de quiebra.  La solicitud de desistimiento 

voluntario fue declarada Con Lugar en corte abierta el 18 de mayo 

de 20212.  Además, informaron que, advinieron en conocimiento de 

la dirección residencial del Sr. Pérez Ramírez, así, solicitando, la 

 
1 Apéndice del recurso, pág. 41.   
2 Apéndice del recurso, pág. 66.  
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expedición del emplazamiento contra éste.  El 23 de junio de 2021, 

fue expedido el emplazamiento.  

 Posteriormente, el 22 de junio de 2021, la Sra. Hernández 

Díaz, presentó una ¨Solicitud de Desestimación¨.  Arguyó, que, 

procedía la desestimación de la ¨Demanda¨ respecto a ella, y al Sr. 

Pérez Ramírez.  Señaló que, la parte recurrida emplazó al Sr. Pérez 

Ramírez fuera del término provisto por las Reglas de Procedimiento 

Civil, aun cuando ésta solicitó emplazar por edicto el 29 de agosto 

de 2021, y el TPI aceptó tal solicitud el 4 de septiembre de 2021.  

Expresó que, la parte recurrida debió solicitar una prórroga para 

emplazar, conforme a la Regla 4.3(c) de las Reglas de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R.4.3.  Adujo que, al no 

emplazar al Sr. Pérez Ramírez dentro del término, procedía la 

desestimación de la ¨Demanda¨, puesto que, éste era una parte 

indispensable en el pleito, y sin él, no se podría dilucidar la 

controversia.  Por lo anterior, solicitó la desestimación total de la 

¨Demanda¨.  

 El 11 de agosto de 2021, la parte recurrida presentó una 

¨Moción en Oposición a Solicitud de Desestimación y en Solicitud 

de que se Tenga por Sometida la Moción de Remedios 

Provisionales¨. Argumentó que, la ¨Moción de Desestimación¨ 

presentada por la parte peticionaria era improcedente de su faz.  

Arguyó que, no le correspondía a la Sra. Hernández Díaz presentar 

alegaciones relacionadas con el emplazamiento del Sr. Pérez 

Ramírez ni solicitar la desestimación de la ¨Demanda¨ a favor de 

éste, ya que, este último no había comparecido al pleito.  Respecto 

al argumento de la Sra. Hernández Díaz, sobre que el Sr. Pérez 

Ramírez era parte indispensable, la parte recurrida reafirmó que el 

Sr. Pérez Ramírez era deudor solidario, más no parte 

indispensable.  Adujo, además, que, en la ¨Sentencia¨ emitida por 
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Tribunal de Apelaciones se había descartado el planteamiento 

respecto a que el Sr. Pérez Ramírez era parte indispensable.   

 El TPI emitió y notificó una ¨Resolución¨ el 11 de agosto de 

2021.  En virtud de ésta, el foro primario declaró No Ha Lugar la 

¨Solicitud de Desestimación¨.  Reiteró lo resuelto por el Tribunal de 

Apelaciones en cuanto a que el Sr. Pérez Ramírez no era parte 

indispensable en el pleito, y respecto a que la Sra. Hernández Díaz 

era codeudora solidaria.  

 El 22 de septiembre de 2021, la parte recurrida presentó su 

¨Moción Solicitando Orden Autorizando Emplazamiento por 

Edicto¨.  Expresó que, las gestiones realizadas para emplazar al Sr. 

Pérez Ramírez, fueron infructuosas.  Por lo cual, solicitó al TPI que 

le autorizara emplazar por edicto al Sr. Pérez. Ramírez.  Por su 

parte, el 27 de septiembre de 2021, la Sra. Hernández Díaz 

presentó su ¨Moción Reiterando Solicitud de Desestimación y 

Oposición a Nueva Solicitud para Emplazar a Codemandado por 

Edicto¨, en ésta reprodujo lo esbozado en la ¨Solicitud de 

Desestimación¨.  El 27 de septiembre de 2021, el TPI emitió una 

¨Orden¨ declarando Con Lugar la ¨Moción Solicitando Orden 

Autorizando Emplazamiento por Edicto¨ presentada por la parte 

recurrida.  

 El 28 de septiembre de 2021, la Sra. Hernández Díaz 

presentó su ¨Solicitud de Reconsideración¨, reiterando su solicitud 

de desestimación.   El 1ro de octubre de 2021, el TPI emitió la 

¨Resolución¨ cuya revisión nos ocupa.  En virtud del referido 

dictamen, el TPI denegó la ¨Solicitud de Desestimación¨ y la 

¨Solicitud de Reconsideración¨ presentadas por la Sra. Hernández 

Díaz.  Razonó, que, ya se había determinado que el Sr. Pérez 

Ramírez no era una parte indispensable para atender las 

controversias presentadas en contra de la Sra. Hernández Díaz.  

Además, señaló que, de existir algún fundamento legal para 
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solicitar la desestimación de las alegaciones en contra del Sr. Pérez 

Ramírez, debe ser este quien lo presente, y no la Sra. Hernández 

Díaz como pretendía hacer.  

Inconforme con lo resuelto, el 3 de noviembre de 2021, la 

parte peticionaria acudió ante este Tribunal mediante petición de 

certiorari, imputándole al foro primario la comisión de los 

siguientes errores:  

Érro el TPI al concluir que la peticionaria dentro del 

marco de las dos controversias que tenía ante sí ante 
las alegaciones de la contestación a la demanda no 
tenía derecho para solicitar la desestimación de la 
demanda contra Pérez Ramírez y la desestimación de la 
demanda contra ella.  

Erró el TPI al autorizar por segunda ocasión la 
expedición de nuevos emplazamientos para el 
diligenciamiento de la demanda al co-demandado Pérez 
Ramírez fuera del término provisto por la Regla 4.3 de 
Procedimiento Civil de Puerto Rico y su jurisprudencia 
interpretativa.  

Erró el TPI al autorizar por segunda ocasión el 
emplazamiento del co-demandado Pérez Ramírez por 
edicto al haber expirado el término provisto por la Regla 
4.3 de Procedimiento Civil y su jurisprudencia 
interpretativa.  

Erró el TPI al determinar que el co-demandado Pérez 
Ramírez no era una parte indispensable en el pleito, no 
obstante la controversia planteada por la peticionaria 
en torno al hecho de que no había una causa de cobro 
de dinero por la conversión del monto de la deuda en 
una inversión entre las partes.  
 

La parte recurrida no ha comparecido ante este foro, por lo 

que habiendo transcurrido en exceso el término reglamentario que 

ésta tenía para acudir, damos por perfeccionado el recurso y 

procedemos a evaluarlo.  

II. 

-A- 

El auto de certiorari es un vehículo procesal discrecional 

mediante el cual un tribunal de superior jerarquía puede revisar 

las determinaciones de un tribunal inferior.   Medina Nazario v. 

McNeil Healthcare LLC, 194 DPR 723, 728-729 (2016); IG Builders 

et al. v. BBVAPR, 185 DPR 307, 337-338 (2012); García v. Padró, 
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165 DPR 324, 334-335 (2005).  La expedición de un auto de 

certiorari descansa en la sana discreción del tribunal. Medina 

Nazario v. McNeil Healthcare LLC, supra, pág. 729.  El Tribunal 

Supremo ha expresado, que, el auto de certiorari se distingue por 

¨la discreción encomendada al tribunal revisor para autorizar su 

expedición y adjudicar sus méritos¨. Builders et al. v. BBVAPR, 

supra, pág. 338.   

La Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, 

describe aquellas instancias en las que el Tribunal de Apelaciones 

podrá expedir un auto de certiorari.  Scotiabank v. ZAF Corp. et al., 

202 DPR 478, 486 (2019); Medina Nazario v. McNeil Healthcare 

LLC, supra, pág. 729. Con el fin de ejercer sabiamente nuestra 

facultad discrecional, debemos tomar en consideración los asuntos 

planteados en un recurso de certiorari bajo la luz de los criterios 

esbozados en la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, estos son los siguientes:  

El Tribunal tomará en consideración los siguientes 
criterios al determinar la expedición de un auto de 
certiorari o de una orden de mostrar causa:  

 
(A) Si el remedio y la disposición recurrida, a diferencia 

de sus fundamentos, son contrarios a derecho. 
 

(B) Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema.  

 

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia.  

 
(D) Si el asunto planteado exige consideración más 

detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados.  

 
(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 

caso es la más propicia para su consideración.  
 

(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causan un fraccionamiento indebido del 
pleito y una dilación indeseable en la solución final 
del litigio.  

 
(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa evita un fracaso de la justicia.  
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Ha sido reiterado que, el Tribunal de Apelaciones solo 

intervendrá con las determinaciones del Tribunal de Primera 

Instancia en aquellas circunstancias en las que se demuestre que 

el último: (1) actuó con prejuicio o parcialidad, (2) incurrió en un 

craso abuso de discreción o (3) se equivocó en interpretar o aplicar 

cualquier norma procesal o de derecho sustantivo.  Rivera y otros 

v. Bco. Popular, 152 DPR 140, 155 (2000). 

-B- 

El emplazamiento es un mecanismo procesal, cuyo propósito 

es notificar a un demandado la existencia de una acción judicial en 

su contra. Bernier González v. Rodríguez Becerra, 200 DPR 637, 

644 (2018).  Es a través del emplazamiento que los tribunales 

adquieren jurisdicción sobre la persona demandada.  Bernier 

González v. Rodríguez Becerra, supra, pág. 644; Banco Popular v. 

S.L.G. Negrón, 164 DPR 855, 863 (2005).  El emplazamiento es una 

exigencia del debido proceso de ley, de esta forma, al ser 

emplazado, un demandado podrá, si así lo desea, comparecer ante 

el tribunal, ejercer su derecho a ser oído y a presentar prueba a su 

favor. Bernier González v. Rodríguez Becerra, supra, pág. 644; 

Banco Popular v. S.L.G. Negrón, pág. 863.  

La Regla 4.3(c) de las Reglas de Procedimiento Civil, 32 LPRA 

Ap. V, R. 4.3, dispone que ¨el emplazamiento será diligenciado en 

el término de ciento veinte (120) días a partir de la presentación de 

la demanda o de la fecha de expedición del emplazamiento por 

edicto¨.  Transcurrido el referido término, sin que se haya 

diligenciado el emplazamiento, el Tribunal deberá dictar sentencia 

decretando la desestimación y archivo sin perjuicio. Una 

subsiguiente desestimación y archivo por incumplimiento con el 

término antes dispuesto, tendrá el efecto de una adjudicación en 

los méritos.  Regla 4.3(c) de Procedimiento Civil, supra.  El término 

para emplazar es improrrogable y comienza a transcurrir desde 
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que la Secretaría del Tribunal expide los emplazamientos. Bernier 

González v. Rodríguez Becerra, supra, págs. 648-649; Sánchez Ruiz 

v. Higueras Pérez et al., 203 DPR 982, 991 (2020).  

El Tribunal Supremo ha expresado que el término para 

emplazar por edictos comienza a transcurrir cuando el Tribunal lo 

expide. Íd, pág. 994.  El demandante que pretenda solicitar la 

expedición de un emplazamiento por edicto, deberá hacerlo dentro 

del término de 120 días provisto para el diligenciamiento del 

emplazamiento personal. Íd. Una vez expedido el emplazamiento 

por edicto, comienza a decursar un nuevo término de 120 días 

para emplazar. Íd.  A la luz de lo anterior, el máximo foro señaló, 

que, ¨el emplazamiento por edicto constituye un nuevo 

emplazamiento, distinto al emplazamiento personal que se expide 

automáticamente con la presentación de la demanda¨. Íd. 

III. 

La parte peticionaria sostiene que el foro primario incidió al 

concluir que ésta no tenía derecho a solicitar la desestimación de 

la demanda en su contra y en contra del Sr. Pérez Ramírez.  

Además, señala que el TPI erró al determinar que el Sr. Pérez 

Ramíerz no era parte indispensable en el pleito. Por estar 

estrechamente relacionados, procedemos a analizar ambos errores 

de forma conjunta.   

La parte peticionaria, expresa que, el Sr. Pérez Ramírez fue 

emplazado por la parte recurrida fuera del término provisto por la 

Regla 4.3(c) de Procedimiento Civil, supra, y que por ello procedía 

la desestimación de la demanda en contra de éste.  Arguye, que 

como el Sr. Pérez Ramírez era parte indispensable en el pleito, y no 

fue emplazado dentro del referido término, procedía entonces 

también la desestimación de la demanda en contra de la 

peticionaria.  En su ¨Resolución¨, el TPI determinó que no le 
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correspondía a la Sra. Hernández Díaz solicitar la desestimación a 

favor del Sr. Pérez Ramírez.   

En el caso de epígrafe, tal como expresó el TPI, los procesos 

respecto al Sr. Pérez Ramírez estuvieron paralizados por razón de 

que éste había instado un procedimiento de quiebra.  Coincidimos 

con el análisis y el razonamiento alcanzado por el foro primario 

respecto a que, cuando el Sr. Pérez Ramírez comparezca al pleito, 

le corresponderá a él solicitar la desestimación de la demanda en 

su contra de tener algún fundamento en derecho, no a la Sra. 

Hernández Díaz.  

 El planteamiento de parte indispensable ya fue dirimido por 

este Tribunal.  Mediante ¨Sentencia¨ emitida el 2 de febrero de 

2021, en otro recurso en el que se determinó que, el Sr. Pérez 

Ramírez era codeudor solidario y no parte indispensable en el 

pleito.  Por lo cual, nada impedía continuar los procedimientos en 

contra de la Sra. Hernández Díaz.   Conforme a lo anterior, esa es 

la ley del caso y procede abstenernos de adentrarnos al análisis de 

tal planteamiento.   

La Sra. Hernández Díaz, afirma que, el foro primario incidió 

al autorizar por segunda ocasión la expedición de nuevos 

emplazamientos para el diligenciamiento de la demanda al Sr. 

Pérez Ramírez, fuera del término provisto por la Regla 4.3 de 

Procedimiento Civil, supra.  Asimismo, adujo que, el TPI erró al 

autorizar por segunda ocasión el emplazamiento por edicto del Sr. 

Pérez Ramírez al haber expirado el término dispuesto por la Regla 

4.3 de Procedimiento Civil, supra.  Por encontrarse 

intrínsecamente relacionados, analizaremos ambos errores de 

forma conjunta.  
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Según el derecho esbozado, el término para diligenciar el 

emplazamiento a un demandado es de 120 días3.  Este término es 

improrrogable y comienza a contar desde la presentación de la 

demanda o desde la expedición del emplazamiento por edicto4. 

Además, la parte demandante que desee solicitar la expedición de 

un emplazamiento por edicto luego de que se haya expedido el 

emplazamiento personal, deberá presentar su solicitud dentro del 

término de 120 días dispuesto para diligenciar el emplazamiento 

personal5.  

En el caso de epígrafe, la parte recurrida luego de solicitarle 

al Sr. Pérez Ramírez la renuncia a ser emplazado, y de que tal 

solicitud no fuese contestada, solicitó al TPI la expedición del 

emplazamiento personal.  Posterior a acreditarle al foro primario 

las gestiones realizadas para localizar al Sr. Pérez Ramírez, y 

notificarle que éstas fueron infructuosas, dentro del término de 

120 días provisto por la Regla 4.3(c) de Procedimiento Civil, supra, 

solicitó al TPI que le autorizara emplazar al Sr. Pérez Ramírez 

mediante edicto.  Posteriormente, el foro primario autorizó el 

emplazamiento por edicto, comenzando así un nuevo término de 

120 días para emplazar al demandado, conforme al derecho 

expuesto6. Dentro de tal término, el TPI paralizó los procedimientos 

en contra del Sr. Pérez Ramírez, por éste haberse acogido a un 

proceso de quiebras, así archivando el caso administrativamente.  

No fue hasta el mes de junio de 2021 que el procedimiento contra 

el Sr. Pérez Ramírez en el foro primario fue reactivado.  El TPI 

ordenó la expedición del emplazamiento con el fin de adquirir 

jurisdicción sobre la persona del Sr. Pérez Ramírez, y con el fin de 

que, este último pudiese comparecer y defenderse en el pleito.  

 
3 Regla 4.3(c) de las Reglas de Procedimiento Civil, supra.  
4 Bernier González v. Rodríguez Becerra, supra, págs. 648-649; Sánchez Ruiz v. Higueras Pérez et 

al., supra, pág. 994.  
5 Íd.  
6 Íd. 
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Debido a que la parte recurrida intentó emplazar sin éxito al Sr. 

Pérez Ramírez, el TPI autorizó a la parte recurrida emplazar 

mediante edicto.   

Surge claramente del tracto procesal del caso de epígrafe, 

que, las diligencias realizadas para emplazar al Sr. Pérez Ramírez 

se realizaron dentro del término provisto por la Regla 4.3(c).  Los 

segundos emplazamientos, no fueron expedidos de forma tardía, 

puesto que, los procedimientos en contra del Sr. Pérez Ramírez 

estuvieron paralizados por razón de que éste había comenzado un 

procedimiento de quiebras.  En ese tiempo el Sr. Pérez Ramírez no 

pudo ser emplazado, por lo cual, al reactivarse los procedimientos 

en contra de éste, tal y como expresó el TPI, con el fin de adquirir 

jurisdicción de su persona, y de salvaguardar su derecho al debido 

proceso de ley, así permitiéndole comparecer para ser oído y 

presentar prueba a su favor, procedía ser emplazado nuevamente.  

La solicitud y autorización por segunda vez para emplazar por 

edicto se realizó dentro del término de 120 días dispuesto para 

diligenciar el emplazamiento personal.  No le asiste la razón a la 

parte recurrida en cuanto a que había expirado el término para 

expedir los emplazamientos.  

Tras examinar los planteamientos esbozados por la parte 

peticionaria, concluimos que no surge que su petición de certiorari 

satisfaga alguno de los criterios establecidos por la Regla 40 del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra, que requiera 

nuestra intervención con la ¨Resolución¨ recurrida.  Por lo cual, 

procede denegar la expedición del auto de certiorari.  

-IV- 

Por los fundamentos expuestos, denegamos la expedición del 

auto de certiorari solicitado por el Banco Popular de Puerto Rico.  

Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. 

XXII-B, R. 40.   
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Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
                                                  Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 

                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


